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    Introducción

			 

			 

			La sociedad española está pasando por momentos muy duros. El paro ha alcanzado máximos históricos, el desempleo estructural crece, cada vez hay más jóvenes que ni estudian ni trabajan, aumentan las desigualdades, las familias sufren para llegar a fin de mes y se han reducido los recursos públicos, las becas y la cobertura sanitaria. Es probable que estemos frente a la crisis económica más severa de la democracia.

			Como no podía ser de otra manera, estas dificultades han tenido su correlato en el descontento con el sistema político. La insatisfacción de la ciudadanía hacia nuestros gobernantes ha alcanzado cotas sin precedentes y el desencanto hacia la política en España es general. Por primera vez «la política» aparece sostenidamente como el tercer motivo de preocupación en los sondeos, y todas las instituciones, incluso las más valoradas, están en caída libre. La llegada de la crisis ha hecho que la ciudadanía señale a los políticos como los responsables últimos de nuestra situación y parece evidente que tras la primavera de la burbuja ha llegado el invierno del descontento.

			Por supuesto, esta reacción no es algo excepcional. Un repaso a los datos históricos sobre la percepción de la economía y la satisfacción política no tardará en demostrar que ambos suelen ir de la mano. Cuando la economía va bien, los ciudadanos valoran mejor a sus políticos; cuando la cosa va mal, los hunden en los infiernos. Esta lección es tan vieja como el antiguo Egipto, donde los faraones rezaban para que el río Nilo tuviera una buena crecida. Una mala cosecha, rara vez responsabilidad suya, podía hacer que sus súbditos considerasen que el gobernante había perdido el favor divino y que tocaba echarlo del trono. Siguiendo esta lógica, puede entenderse que ciertos representantes políticos tengan una visión cínica de la crisis y sus consecuencias. Algunos de estos dirigentes piensan que bastará con que el país vuelva a crecer para que se restaure la confianza en el sistema. La salida de la recesión, argumentan, alejará a la política del centro del escenario y todos podremos volver a nuestros asuntos. Sin embargo, mirar solo el nivel de la crecida supone ignorar las corrientes bajo la superficie.

			Una de ellas es el tiempo y la forma de la recesión económica. La duración de la crisis ha hecho que por primera vez la alternancia en el poder no haya levantado una barrera para amortiguar el descontento con el sistema político. Si cuando las cosas van mal la situación logra revertirse con la llegada de otro partido al poder —aunque sea accidentalmente—, es posible cierto restablecimiento de la confianza pública. Puede apuntar a que los fundamentos del sistema político tienen capacidad para dar rendimientos positivos. Como es sabido, este no ha sido el caso desde 2011, frente a lo ocurrido en las crisis de los noventa. Es más, ante el fallo sistémico del modelo político y económico en los años del boom inmobiliario resulta complicado desligar al conjunto de la actual clase política de las raíces mismas de la crisis económica.

			Por otro lado, el interés por la política de los españoles no ha hecho más que aumentar desde que comenzó este trance. Nunca se había hablado tanto de política como ahora; en los bares, en las tertulias o en las casas. Todas las encuestas apuntan que el aumento del interés de los ciudadanos en la política es sostenido desde 2008. Algo que, por cierto, rompe con nuestra tendencia a la desafección de la cosa pública. Nunca antes los ciudadanos habían esperado tanto de sus poderes públicos como ahora. Ante la dura situación en la que se encuentran, a veces al borde de la desesperación, la gente aún confía en que los gobernantes le saquen del atolladero. Un hecho que no deja de ser curioso por coincidir con el momento en el que España, inserta en la moneda única, tiene menor libertad de maniobra. O al menos eso es lo que se proclama cuando un presidente del gobierno se lamenta desde la tribuna y dice que «no tiene alternativa».

			Como síntoma de esta marea de fondo, ninguna crisis desde la Transición había conseguido que movimientos sociales, partidos, personalidades o asociaciones de toda tendencia coincidieran en que hace falta reformar la política en España. Activada la espoleta de la crisis, los usos y costumbres de nuestro sistema institucional están en cuestión. Por buenas razones, nuestros gobernantes mismos están en cuestión.

			Y es normal que lo estén, porque la crisis ha sacado a relucir problemas de fondo de nuestro sistema de toma de decisiones públicas. Los fallos de la política española que hoy vemos tan obvios nacen de la combinación de factores estructurales y coyunturales. Los primeros son unas instituciones que generan problemas de reclutamiento de élites, falta de control e irresponsabilidad. Los segundos son los derivados de una burbuja inmobiliaria que los ha potenciado. Si este es el diagnóstico, las soluciones que se requieren son políticas y de largo alcance. Los partidos políticos, la sociedad civil, el sistema electoral, la democracia directa, el control de la corrupción, la reforma del sistema judicial o el uso de recursos tecnócratas están sobre la mesa del debate en torno al futuro político de España. Es necesaria una discusión en profundidad de nuestras alternativas para entender cuáles de ellas nos pueden ayudar a gobernar mejor nuestro presente y, sobre todo, nuestro futuro. Este no es, pues, un libro para salir de la crisis. Este es un libro para discutir qué podemos hacer si no queremos volver a encontrarnos en esta situación.

			 

			 

			LA IMPORTANCIA DE LA REPRESENTACIÓN POLÍTICA


		   

			Uno de los aspectos fundamentales de la democracia es la elección de representantes, si bien su importancia depende de qué concepción se tenga de ella. Para los partidarios de la democracia «minimalista», que reducen la democracia a una competición entre élites, la elección de los representantes cada cuatro años es su núcleo básico. Para los partidarios de la corriente participativa o «republicana», que consideran que la democracia debe implicar lo más directamente posible a los ciudadanos, la elección de representantes es una condición necesaria, aunque no suficiente. En ambos casos se asume que la elección de políticos es algo importante, y que es preferible tener buenos líderes a tenerlos malos. El desgobierno y la incompetencia suelen tener pocos adeptos.

			Partiendo de esta idea, este libro plantea una serie de cuestiones sobre nuestros representantes públicos. ¿Por qué tenemos estos políticos en España? ¿Es posible hacer cambios para tener otros políticos? Y si es así, ¿qué reformas son posibles y qué ventajas e inconvenientes tienen? Salta a la vista que son preguntas ambiciosas, por lo que nuestra respuesta solo puede ser parcial. Es imposible capturar todas las aristas de cada cuestión, así que este libro quedará como incompleto, en continua revisión. Ahora bien, es importante subrayar que sigue mereciendo la pena un análisis concienzudo de estas preguntas, aunque sea más un punto de partida que una solución definitiva. Del mismo modo, queremos insistir en que el carácter abierto de este libro no debe confundirse con la ambivalencia. Es más, partimos de una serie de premisas que es importante definir antes de continuar y que determinan una concepción muy concreta de la política.

			La primera premisa es que el liderazgo político importa. Es decir, que de algún modo la persona que desempeña un puesto de responsabilidad tiene capacidad para influir en los resultados políticos. Si el lector considera que da lo mismo un líder que otro porque no tienen capacidad para hacer políticas, ya que las decisiones están en manos de «los mercados», entes lejanos, la Casa Blanca, las fuerzas de la Historia, Dios o las dinámicas sociales, probablemente este libro le decepcionará. Por supuesto, no estamos diciendo que los líderes políticos sean omnipotentes. Es obvio que afrontan dilemas y restricciones continuamente, pero el planteamiento esencial del libro es que los dilemas políticos tienen respuestas políticas. Y dado que esto es así, el rol de aquellos que elegimos para darlas es importante.

			La segunda premisa que asumimos es que nuestros representantes no son una extraña raza que viene de otro planeta. Una parte del discurso público insiste en señalar que los políticos son una casta ajena y completamente desconectada de la ciudadanía. Este libro rechaza esa idea. Consideramos que los políticos surgen como resultado de la interacción entre los votantes y las instituciones que median en su selección. Unas instituciones que determinan quiénes son reclutados para un cargo, cómo se traducen los votos en representación, qué margen de actuación política tienen o quién controla su labor dentro de la administración y desde la sociedad civil. Todos estos aspectos determinan el tipo de gobernantes que tenemos. Por lo tanto, los líderes son importantes, pero igual de importantes son las reglas formales e informales que llevan a su elección.

			Por último, nuestra tercera premisa es que en España tenemos unos políticos bastante mejorables. Aunque la mayoría de las encuestas respaldarían esta afirmación, dada su gran variedad, sería injusto generalizar y decir que todos ellos son malos. De hecho, primero tendríamos que ser capaces de definir lo que es un «buen político», algo de por sí muy discutible. Ahora bien, si aislamos elementos intangibles como el carisma, la visión, la oratoria, la campechanía u otras «virtudes», podríamos quedarnos con tres componentes observables estrechamente relacionados. El primero, el de los comportamientos, o en qué medida el representante se ajusta a su mandato. El segundo, el de la competencia, o en qué medida está preparado para desempeñarlo. Y por último, el de los resultados, o en qué medida logra sus fines. Si se analizan estos tres aspectos y se tiene una visión mínimamente exigente, es fácil concluir que en nuestro país hay un amplio margen de mejora.

			 

			 

			EL PROBLEMA DE LA POLÍTICA EN ESPAÑA: LAS INSTITUCIONES Y LA BURBUJA


		   

			A partir de estos tres principios, nuestro argumento principal es que las deficiencias de la política en España nacen de la combinación de unas instituciones deficientes y la propia burbuja inmobiliaria. Sobre el primer aspecto, y aunque el listado dista de ser exhaustivo, este libro se centra en cuatro componentes institucionales relacionados con el reclutamiento y control de nuestros dirigentes; cuatro elementos que si algo tienen en común es que han permanecido prácticamente invariables desde la transición a la democracia.

			El primero es la organización de los partidos políticos. Los partidos en España se caracterizan por ser cerrados y monolíticos, lo que ha llevado a que la competencia en el gobierno sea un aspecto secundario. La crítica interna, ejercer voz o disenso, se ha considerado de manera invariable una deslealtad y conlleva ser apartado. Esto implica que solo se reclutan aquellos más afectos a los dirigentes, muchos de los cuales se caracterizan por ser funcionarios de partido. Además, esto ha anulado a los partidos como un contrapoder al gobierno. Así, el balance es que los partidos políticos en España tienen presiones hacia la cartelización derivadas de lo intrusivo de sus atribuciones y con gran margen de discrecionalidad para desviarse de su mandato en las urnas.

			El segundo elemento es el efecto del sistema electoral en el reclutamiento. A grandes rasgos, los sistemas electorales plantean dos dilemas. El primer dilema es entre una mayor proporcionalidad (parlamentos más representativos, pero gobiernos sin mayorías absolutas) o más mayoritarismo (más claridad de responsabilidades, pero parlamentos menos representativos). El segundo dilema es entre otorgar más poder a los candidatos (pero más riesgo de personalismo) o más poder para las organizaciones (pero más riesgo de cartelización). España tiene un sistema electoral proporcional de efectos mayoritarios con listas cerradas y bloqueadas. De ahí que no haya gobiernos de coalición que permitan un control externo al gobierno, ni cargos intermedios fuertes para hacer un control intrapartido. El resultado es que se refuerza la rigidez dentro de los partidos y la falta de competencia interna.

			El tercer elemento es la administración pública. Uno de los principales factores que empeora la calidad de la gobernanza de un país es tener una administración pública muy politizada. En España, la relación entre partidos y administración es notable, lo que aumenta los incentivos para la injerencia política. De hecho, el camino es de doble dirección; a la vez que los partidos tienen una gran discrecionalidad en la atribución de cargos en la administración, muchos de nuestros políticos son funcionarios de carrera. De ahí que se generen sesgos en las políticas públicas y facilidades para la corrupción política ante la falta de controles horizontales. Incluso en las decisiones donde deberían primar los elementos técnicos y la neutralidad, los decisores políticos tienen primacía.

			Por último, un cuarto elemento fundamental es la falta de vigilancia externa en el proceso político. En España existe una ausencia notable de los «cuerpos intermedios», es decir, de un tejido asociativo que sea capaz de articular sus demandas y controlar al poder. Aunque la protesta política ha aumentado en los últimos años, el asociacionismo no lo ha hecho en la misma medida, lo que apunta a que es un fenómeno más reactivo que proactivo. Además, los medios de comunicación están notablemente alineados con los partidos, limitando su capacidad de control y desactivando en parte a la sociedad civil. El resultado es que los gobernantes tienen inercias para responder solo a intereses partidistas.

			Ahora supongamos que estos cuatro elementos los ponemos en el contexto de la burbuja inmobiliaria que se produjo en España desde como mínimo principios de siglo. ¿Qué ocurre cuando se combina un sistema de partidos cerrados y jerárquicos, con un amplio control de la administración y una falta absoluta de controles externos, con una cantidad ingente de crédito barato? Básicamente, se refuerzan las dinámicas perversas de nuestras instituciones. Por un lado, porque hace más complicado distinguir a los buenos de los malos políticos en función de sus resultados. Todos ellos, buenos y malos, pueden proveer de políticas a sus votantes. Por otro, porque nadie tiene incentivos para asumir el coste a corto plazo de cambiar esta deriva económica, cerrar el grifo, incluso aunque haya corrupción y pérdidas de eficiencia.

			Por lo tanto, la burbuja inmobiliaria ha tenido la capacidad de ocultar los problemas de nuestras instituciones. De ahí que cuando estallara la crisis nos encontrásemos frente a todos los fallos del sistema de manera desgarradora. No solo partíamos de un país con una democracia con deficiencias, sino que al combinarse estas con la burbuja se ha generado un resultado aún más perverso: tenemos una clase política que no está preparada para liderar el país precisamente ahora que nos enfrentamos a una de las peores crisis de nuestra historia.

			 

			 

			UN FUTURO DE REFORMAS POSIBLES


		   

			Pese a lo anterior, estamos convencidos de que España no está condenada a marchitarse: ante la necesidad de tener otros representantes es posible plantear diferentes reformas. En este libro no las recogemos todas, pero sí al menos las más relevantes. Tampoco es nuestra intención plantearlas como un listado de recetas mágicas. Al contrario, queremos dejar claro que muchas de ellas comportan dilemas. Hay que optar entre varios elementos que pueden ser igualmente deseables, con lo que hay que tomar una decisión política. Del mismo modo, estas reformas implican muchas veces redistribuir el poder entre los actores, de ahí que hablemos de en qué medida hay o no incentivos para realizarlas. Eso sí, consideramos que muchas de ellas permitirían, al menos a medio plazo, una mejora en la calidad de nuestros representantes.

			Una de las primeras reformas que se debaten en el libro son los mecanismos de elección de líderes en los partidos. Frente a las tradicionales jerarquías de los partidos últimamente se habla de los sistemas de primarias como vía de competencia entre candidatos. Sin embargo, estos sistemas pueden ser muy diferentes en su regulación y forma. Para ello afrontamos cuestiones como por qué los partidos deciden aplicarlas, qué ventajas e inconvenientes tienen, cómo reaccionan los votantes a ellas o si son factibles en nuestros sistemas parlamentarios.

			En segundo lugar, tratamos la reforma del sistema electoral. En el libro se discuten los grandes modelos planteados para España: aplicar un sistema mayoritario anglosajón, listas abiertas o el modelo mixto «alemán». Países de nuestro entorno han emprendido reformas electorales en momentos de crisis política, de ahí que analicemos sus experiencias. También repasamos las reformas electorales que ha habido o está habiendo a nivel autonómico con el objeto de intentar prever en qué dirección se están perfilando los cambios.

			Un tercer elemento fundamental se refiere a la transparencia y el control de la corrupción. Para ello incidimos en sus potenciales y límites, insistiendo de manera especial en que es necesario que se combine con otros elementos. También se tratarán con cierto detalle algunos casos conocidos de escándalos de corrupción y las recomendaciones de organismos internacionales. Igualmente, discutimos la financiación de los partidos políticos en sus diferentes variantes y cómo hacer para que dejen menos espacio para la corrupción.

			El cuarto elemento de reforma no se centra tanto en los políticos (la oferta) como en los ciudadanos (la demanda). Para ello discutimos su implicación en las organizaciones y el papel que desempeñan en las políticas públicas. Las organizaciones no partidistas disponen de capacidad para incidir sobre la formación de la agenda, sobre aquellos temas que se trata y sobre los que se hace política. Por ello se hablará de la emergencia de movimientos sociales y del reto de cómo lograr una acción sostenida en el tiempo, clave para un control vertical de la actividad política.

			El quinto elemento que afrontamos es la posibilidad de afinar los instrumentos que se usan en las políticas públicas. Es sabido que la política dista mucho de ser infalible, pero hay toda una discusión pendiente sobre en qué medida puede incrementarse la cercanía entre los resultados esperados y los realmente conseguidos. Para ello es importante el papel que puede desempeñar la evidencia científica. A este fin discutiremos sobre los experimentos en las políticas públicas; qué podemos aprender de ellos, cuáles son sus defectos y sus límites.

			El último tipo de reformas que se contemplan en este libro se refiere a la construcción de nuevos mecanismos de decisión y, básicamente, a la relación entre democracia deliberativa, representativa y tecnocracia. La concepción de la política de la que partimos es la de la existencia de conflictos de intereses dentro de una sociedad plural y la de la democracia como un mecanismo de canalizarlos. Por ello la última de las reformas trata directamente sobre cómo lograr mecanismos que permitan una mejor canalización de las divergencias políticas.

			Estos seis elementos, que se discuten en la segunda parte del libro, no agotan todas las vías para la mejora de nuestro sistema político. Como hemos dicho anteriormente, es un debate que sigue (y debe seguir) abierto. Lo que queremos abordar en este libro, de manera modesta, es una reflexión informada sobre las reformas institucionales que necesita y que se plantea España. Somos conscientes de que, en última instancia, queda en manos de la propia política la regeneración de sí misma. España probablemente merece mejores representantes, pero estos difícilmente llegarán sin que asumamos un profundo cambio en las reglas que sirven para su elección y su control. Un cambio que también interpela a la sociedad civil. Porque esos mejores representantes que demandamos difícilmente llegarán sin asumir que tenemos reformas que hacer.


		

	
		
			 

			Primera parte

			 

			EL PROBLEMA Y SUS CAUSAS

		

	
		
			1

			 

			Partidos defectuosos, élites mediocres

			 

			 

			Si se quiere hablar de la democracia representativa moderna, la discusión tiene un buen punto de partida en los partidos políticos. Estas organizaciones, peculiares por su estrecha relación con el poder, son los intermediarios cruciales entre representantes y representados. Son lo que la vieja aserción de Benjamin Disraeli calificó como la «opinión organizada» de un país. Los partidos políticos desempeñan un número significativo de funciones. Agregan preferencias, presentan programas políticos, tienen la iniciativa en el debate, son los agentes que persiguen la aplicación de las políticas públicas. Y de entre todas esas funciones, destaca especialmente la selección de élites. El reclutamiento. Es verdad que los votantes escogen entre diferentes candidatos o grupos de candidatos por un período de cuatro años, pero siguen siendo los partidos políticos los que seleccionan el menú entre los que los ciudadanos pueden elegir. Los partidos son la organización que filtra, que tamiza los políticos que nos gobiernan.

			Desde el comienzo de la crisis ha habido una sensación constante de fracaso por parte de las élites políticas españolas. Esta aseveración, de entrada, puede encontrar cierto fundamento en la enorme impopularidad de lo que se denomina «clase política» en todos los sondeos. La peor crisis económica de nuestra historia también lleva aparejada el mayor descrédito de nuestros cargos electos. Cuando los indignados salieron en 2011 a las calles con el lema «No nos representan», estaban poniendo el dedo en la llaga sobre lo que parece una desconexión entre los gobernantes y los gobernados. La sensación de unos niveles de corrupción amplios y tolerados o de una gestión que parece poco receptiva a las demandas de la ciudadanía, incluida la vulneración de los compromisos electorales, han sido aditivos que han hecho brotar la creciente apatía ciudadana. Es indudable que la crisis económica influye mucho en la insatisfacción generalizada con nuestros políticos, pero esto último no puede desligarse de cómo se han comportado (y se comportan) nuestros representantes.

			Recientemente han surgido nuevas voces dispuestas a superar a los partidos. Siguiendo el principio de que, cuanto más complejo es un problema más sencillas son las soluciones que se ofrecen, el radar del populismo ha ampliado su longitud de onda. A fin de reemplazar a los partidos se han aprestado tanto el utopismo tecnológico, que confía en que gracias a las nuevas interfaces se podrá superar a los caducos políticos, hasta el liderazgo carismático, que se ofrece como voz cualificada de los que peor lo están pasando. Siguiendo esta línea, la cual no siempre está desprovista de buena fe, se han sucedido protestas y movilizaciones. Nunca antes habíamos visto a intelectuales y académicos lanzar manifiestos para pedir reformas de la Ley de Partidos, insistiendo en que existe un problema en España que tiene mucho que ver con cómo estos reclutan a sus líderes; reformas para cambiar el sistema de la selección de élites en España, aunque sus promotores se suelan abstener de definir si lo que quieren es a otros líderes o mejores líderes, o incluso definir qué es un buen líder.

			En este capítulo vamos a intentar explicar cuáles son las principales razones que generan el presente perfil de políticos en España. Para ello, nos centraremos en los partidos como principal organización de reclutamiento, aunque no se debe ignorar que es un actor que interactúa con muchos otros participantes de nuestro sistema político. Como explicaremos a continuación, partimos de una curiosa paradoja: aunque existe una aversión histórica a los partidos, no existe democracia sin ellos. De hecho, son el principal agente que permite canalizar el conflicto político sin violencia, por más que su monopolio sobre esta función hace tiempo que ha desaparecido. Esto no queda al margen de la propia evolución de los partidos. Aunque la política nació como un instrumento de notables, luego desplazado por los grandes partidos de masas durante los siglos XIX y XX, los partidos actualmente son organizaciones muy profesionalizadas que buscan representar a amplios electorados y que se relacionan de manera muy estrecha con el Estado. En la mayoría de los países de larga tradición democrática se ha dado esta evolución genética en los partidos. En España, la democracia estable llegó justo en esta última fase, lo cual sin duda nos ha afectado.

			Los partidos políticos en España, en general, se caracterizan por ser organizaciones muy cerradas, reacias a la discrepancia y al disenso interno. Desde la Transición, cuando se partía de organizaciones débiles, y con la descomposición de la Unión de Centro Democrático como antimodelo, los partidos se han convertido en organizaciones muy monolíticas en la toma de decisiones, donde las cúpulas nacionales y regionales tienen amplio margen de discrecionalidad. Esto, además, se relaciona estrechamente con dos modelos ideales de perfiles políticos en la selección interna. Por un lado, el funcionario político, un perfil ligado a medrar dentro de las estructuras del partido, siendo este su principal fuente de sustento. Eso le lleva a su completa adhesión al liderazgo del partido. Por otro, el político funcionario, que es aquel que dispone de un puesto de trabajo asegurado que le permite dedicarse a «la aventura» de intentar medrar en política. Se trata de una figura que genera sesgos a la hora de afrontar las políticas, con un perfil mucho más jurídico y reglamentista que en otros países.

			Intentar averiguar lo que ocurre dentro de los partidos políticos nunca es sencillo. De hecho, la investigación de la que disponemos es relativamente limitada, y siempre parece poco generalizable. Los partidos, pese a su importancia, son una verdadera caja negra. Sin embargo, en este capítulo intentaremos indagar en los factores explicativos del actual sistema de reclutamiento en España, al menos, como un argumento fundado que permita entender cómo se ha configurado nuestra representación actual.

			 

			 

			CON PARTIDOS NO HAY ARMONÍA; SIN ELLOS NO HAY DEMOCRACIA


		   

			La relación de los primeros regímenes representativos con los partidos políticos no fue fácil. Si se rastrea en las primeras discusiones que tuvieron los padres fundadores de Estados Unidos, por ejemplo, se puede mostrar fácilmente esta tensión. En un famoso compendio de escritos conocidos como los Federalist Papers, James Madison tuvo algunas palabras sobre la cuestión que ejemplifican la paradoja con la que ya entonces se encontraban las neonatas democracias: los partidos son la maldición de la democracia y, al mismo tiempo, la única salvaguarda de su libertad. Por supuesto, lo que entonces se entendía por partido es muy diferente de lo que hay ahora, al definir facción como algo más general, como un grupo de ciudadanos que están unidos y actúan por algún impulso común, de pasión o de interés. Sin embargo, Madison decía que

			 

			las causas latentes de la división en facciones tienen su origen en la naturaleza del hombre. El celo por diferentes opiniones respecto al gobierno, la religión y sus formas teóricas y prácticas; el apego a diferentes caudillos y luchas por el poder han dividido a los hombres en bandos, vuelve a los hombres unos contra otros y les hace que estén más dispuestos a molestarse y oprimirse unos a otros que a cooperar por el bien común.1

			 

			Según las teorías que fundaron nuestros gobiernos representativos, nuestra libertad tan solo puede ser completa cuando tenemos leyes que han sido escogidas por nosotros, y eso solo es posible si se persigue «la voluntad general» del pueblo. Para entender la noción de interés general, lo que hay que hacer es que nuestras leyes reflejen las preferencias de los miembros de la sociedad. Dado que esta decisión nace de la voluntad del pueblo, ni es cuestionada por nadie ni ha de imponerse coactivamente. Ahora bien, el problema es que esta teoría parte de la idea de que la sociedad es armónica, de que existe una sola voluntad general. Sin embargo, los propios fundadores no tardaron en comprobar que esa idea era irrealizable. Había incluso en las primeras repúblicas censitarias división de intereses y partidarios de unos u otros. Por descontado, esto no supuso la redención de los partidos. Muy al contrario, los pensadores de la época dijeron que la sociedad estaba unida naturalmente y solo era dividida de manera artificial, fruto de las ambiciones de políticos en pugna por el poder. La división de la sociedad en intereses no era previa a la política, sino causada por ella.

			La hostilidad contra los partidos políticos, en todo caso, ha sido una constante casi desde la existencia misma de la democracia. Sin embargo, Madison apuntaba, en la línea de lo que había dicho Hume o diría años después Stuart Mill, que la existencia de partidos era un mal inevitable y que sería mucho más peligroso intentar erradicarlos. Como él mismo dijo: «De perseguirse su supresión, habría que optar entre destruir la libertad que permite que existan, o bien dar a cada ciudadano las mismas opiniones, pasiones e intereses». Y si con lo primero llega la dictadura, lo segundo resulta ser inevitable porque va contra nuestra naturaleza. Por lo tanto, no hay otro mecanismo democrático de representación en las instituciones que los partidos. En democracia, los individuos aislados no pueden influir en los asuntos públicos, ya que es necesario agrupar a los hombres de la misma opinión para asegurarles una capacidad real de influencia, y más si la que prevalece es la regla de la mayoría. Para su agrupación, el partido es la organización privilegiada.2

			Un paso más en esta idea es la consideración explícita de que los partidos políticos representan intereses claros y distintos en una sociedad plural. Por lo tanto, la asunción de un «bien común» o un «interés general» sería difícil de sostener. No existe un pueblo, sino multiplicidad de intereses en conflicto. Pensar en un «interés general», que es lo que se plantea muchas veces desde determinados foros, es una ilusión metafísica en la que se refugia el legislador. Puede haber intereses que se agregan, que quizá puedan considerarse socialmente más justos, pero solo lo serán desde determinada óptica. En una sociedad compleja la democracia es «transacción». Es decir, ante la existencia de intereses contrapuestos, existe una organización que puede articularlos y hacer que el resultado final pueda moverse a un punto intermedio: los partidos políticos. El punto clave estriba en que dichos acuerdos se ven ratificados periódicamente mediante elecciones; unos mecanismos imperfectos que hay que complementar, pero al menos permiten ajustar las cuentas y ver la fuerza relativa que tienen diferentes coaliciones de intereses.

			El hecho de que los partidos sean un puntal clave de las sociedades democráticas implica que, necesariamente, se han ido transformando a medida que estas últimas han ido evolucionando. Han cambiado los intereses y la politización de los temas, así como los electores que componen el cuerpo social, se ha desarrollado el Estado del Bienestar en toda Europa y hoy los actores políticos distan mucho de los de hace dos siglos. De ahí que se hable de diferentes familias de partidos en función del momento histórico, los cuales coinciden con grandes cambios políticos y sociales.3

			Los partidos inicialmente nacieron durante los siglos XVIII y XIX en el mundo anglosajón, y se extendieron más tarde a los regímenes liberales de toda Europa continental. Por entonces se desarrollaron los llamados partidos de cuadros, nacidos al calor del sufragio censitario. Unos pocos votantes acaudalados elegían a aquellos que debían dirigir el destino de su país, y que se centraban principalmente en la consecución de privilegios para sus electores. Los diputados eran elegidos para el Parlamento y fue allí, en los hemiciclos, donde se formaron estas primeras organizaciones. Las personalidades eran el elemento más relevante y los lazos interpersonales los que daban estabilidad a unos partidos que lo eran solo de nombre. Los tories, los whigs, los federalistas, los demócratas, etcétera, carecían de aparato fuera de las asambleas. Tampoco existía nada remotamente cercano a la disciplina de voto, sino más bien la alianza estratégica de unos notables que sabían que al combinar sus esfuerzos serían capaces de obtener mayores rentas.

			Esta situación comenzó a cambiar en el período entre 1880 y 1960. Con la emergencia del movimiento obrero y su exitosa lucha por el sufragio universal (masculino) aparecieron en escena nuevos partidos de masas, los cuales competirían y casi siempre desplazarían a los anteriores. En esa época surgieron los partidos comunistas, socialistas y cristiano-demócratas, articulados sobre la idea de representar unos intereses ideológicos o de clase y que se basaban en la movilización social. Partidos que tenían un origen extraparlamentario, con un liderazgo externo fuerte que disciplinaba a los representantes y que se financiaba principalmente a través de sus afiliados. La militancia se convirtió en una seña de identidad y la organización tenía su reflejo en otras instituciones (sindicatos, iglesia) que la acompañaban en su labor de socialización. El partido informaba, educaba y cohesionaba al grupo. Los partidos eran el instrumento, siempre jerárquico y disciplinado, que buscaba la transformación social. El Partido Socialdemócrata alemán es su ejemplo más paradigmático.4

			Desde las décadas de 1960 y 1970 se ha empezado a hablar de los catch-all parties o partidos «atrapa todo».5 Los partidos han tendido a abandonar progresivamente sus objetivos de máximos y centrarse en mejoras incrementales. Esto ha llevado (como causa o como consecuencia) a que los partidos se centren en buscar coaliciones interclasistas, se centren en temas concretos, maximicen la importancia del liderazgo sobre las siglas y busquen, sobre todo, competir por el centro. La identidad ha perdido importancia, el partido ya no socializa. El partido se basa en la profesionalización de sus líderes, con vínculos débiles con una militancia cuyo papel en su financiación ha sido desplazada por el sector público y los grupos de interés. Las relaciones privilegiadas con los sindicatos y las organizaciones se han roto. La prensa «de partido» ha dejado de publicarse, los medios de comunicación de masas han llenado su espacio. Los conservadores pasan a hablar de centro y las izquierdas, de progresistas. Este modelo sería el presente en las democracias contemporáneas: unos partidos profesionales en la gestión de lo público.

			Por supuesto, la pregunta sobre qué vino primero es pertinente. ¿Fue el cambio en los partidos reactivo a las transformaciones sociales, o viceversa? Las ideologías tradicionales han perdido fuerza en el debate público en los últimos veinte años, mientras que han emergido nuevos valores en una sociedad más heterogénea. Los partidos políticos no han dejado de perder militancia y miembros activos desde este período,6 la movilidad social ha crecido con la expansión en Europa de la clase media y el Estado del Bienestar, y el sindicalismo, en general, está en horas bajas frente a los pujantes movimientos sociales. Todo esto puede justificar que los partidos incidan menos en la ideología, den menos protagonismo a la militancia y más a los líderes, no se centren en una sola clase social o busquen asegurar los intereses de numerosos grupos de interés. Pero no hay duda de que estas últimas estrategias también han afectado a la propia transformación de la esfera política.

			Los partidos son, por lo tanto, fundamentales para canalizar el conflicto y moderarlo hacia el acuerdo. Pero también son cambiantes en función del momento histórico, y esto último es particularmente interesante para el caso español. El contexto específico de la Transición y el momento histórico en el que se produjo explican en parte cómo son nuestros partidos. Que España fuera una democracia de tercera ola importó.7

			 

			 

			LOS PARTIDOS EN ESPAÑA. ¿DE LA CLANDESTINIDAD AL CÁRTEL?


		   

			El desarrollo de los partidos políticos en cualquier país depende mucho de sus regímenes políticos. Por ejemplo, la larga y estable tradición liberal-democrática de países como el Reino Unido, los Países Bajos o Bélgica les hizo vivir prácticamente todo el ciclo de evolución de las organizaciones. Otros países más tardíos, como Alemania, o más inestables, como Francia o Italia, vivieron un desarrollo más irregular, pero también paralelo. Sin embargo, España es un país que destaca por su fracaso a la hora de constituir regímenes homologables a los de la Europa de su época. Solo por citar sucintamente, España en el período comprendido entre 1812 y 1978 tuvo seis constituciones en vigor (y dos no aprobadas), ocho insurrecciones militares (tanto de corte liberal como autoritario), cuatro abdicaciones de monarcas por presiones internas o externas, dos repúblicas (la primera duró un año y la segunda, ocho) y cuatro guerras civiles (las tres carlistas más la civil). De hecho, si se repasan esos 166 años del período, durante 66 hubo una negación taxativa de cualquier forma de representación liberal, en 74 (especialmente durante la Restauración) hubo constitucionalismo oligárquico y en apenas 26 años regímenes democráticos-constitucionales.

			Este fracaso histórico de España a la hora de constituir un régimen de libertades ha tenido su traducción en nuestro legado histórico. La violencia política, la manipulación de los resultados o la subversión de las reglas con el objeto de ganar, la corrupción política sistematizada, la polarización ideológica y el extremismo, la tendencia a un multipartidismo atomizado, el personalismo y el clientelismo como relación entre la política y la sociedad o la concentración de poder en el ejecutivo han sido algunas de nuestras históricas señas de identidad.

			Los partidos políticos en España, en su forma más genuina, germinaron a finales de la Restauración, especialmente tras el reinado de Alfonso XIII. Fue entonces cuando los partidos de notables republicanos comenzaron a organizarse, la Lliga de Cambó empezó a desempeñar un papel nuclear en Cataluña, el PSOE y la UGT cobraron importancia (siguiendo el modelo de los partidos de masas) e incluso, durante la dictadura de Primo de Rivera, se vio el primer intento de un partido fascista español en la Unión Patriótica. Durante los convulsos años de la Segunda República aparecieron también nuevos partidos, si bien de corta vida y estructura, y la derecha española se aglutinó en torno a la CEDA, mientras que el PCE ganó espacio durante la Guerra Civil. Aun así, todas estas experiencias quedaron truncadas con la llegada de la dictadura de Franco. Los partidos quedaron prohibidos fuera del Movimiento Nacional y, o bien se disolvieron por la represión a sus miembros, o bien estos se marcharon al exilio. Solo unos pocos, especialmente los comunistas, tuvieron un papel importante desde la oposición clandestina a la dictadura. El resto no aceleraron su refundación hasta las postrimerías del franquismo.8

			Durante los años de la Transición, entre 1977 y 1982, el pacto entre los franquistas salientes y la oposición entrante requirió la (re)constitución de los partidos políticos. La oposición estaba en la clandestinidad o el exilio y, si bien sus actividades eran cada vez más toleradas, carecían de fuerza orgánica. Sus redes organizativas eran casi inexistentes. Por su parte, los franquistas reciclados carecían de tradición partidista. Se trataba más bien de familias y corrientes que, amparadas por el aparato del Estado, fundarían nuevas organizaciones para pilotar el proceso. En ese contexto de incertidumbre surgieron los partidos políticos modernos en España. Eran formaciones principalmente dirigidas por élites, casi sin militantes ni cuadros, sin recursos organizativos y sin tradición histórica de continuidad. No sería hasta mucho más tarde, hasta la estabilización y expansión del sistema de partidos a partir del final de la Transición, cuando los partidos españoles quedarían configurados en sus rasgos básicos. Esto es relevante porque apunta que estas organizaciones aparecieron en España en la fase final del «desarrollo» de los partidos, cuando los partidos de masas habían quedado atrás.

			Esta situación explica por qué hubo un interés especial en consolidarlos planteándose como un beneficio tanto para los nuevos políticos, que podían ver cumplidas sus ambiciones, como para el propio sistema, evitando la inestabilidad de regímenes pasados. Aunque lo trataremos más extensamente en otros capítulos, elementos como un sistema de listas cerradas y bloqueadas (para evitar disidencias), una gran discrecionalidad en el control de la administración (para evitar que los técnicos, franquistas en origen, abortasen decisiones) o una importante financiación pública (las cuotas de los militantes eran magras) fueron en esta línea. Tales elementos fueron eficaces a la hora de subvertir algunos de los males históricos de los partidos españoles: fragmentación, polarización o personalismo. En parte gracias a estos mecanismos, el sistema de partidos en España es uno de los más estables de nuestro entorno. Sin embargo, esto no está exento de costes, siendo el más notable la colonización partidista de la vida pública. De hecho, algunos teóricos han planteado que España puede ser un buen ejemplo de la cartelización del sistema de partidos,9 una fase que va un paso más allá de los partidos clásicos.

			Según el modelo de cartelización, los partidos tienen una relación con el Estado basada en el control de puestos de gobierno. Su finalidad no es tanto la implementación de programas como asegurarse de que disponen de más spoils o rentas para repartir entre los suyos. Para ello, los partidos suelen intentar limitar la competición política, restringiendo la entrada de nuevos actores mediante barreras a la entrada a nuevos partidos. Además, la inmensa mayoría de los partidos dependen para su financiación de la aportación del Estado. Dado su acceso privilegiado a las instituciones, los partidos se financian generosamente, primando en particular a los ganadores de las elecciones. El hecho de que en España más del 80 por ciento de la financiación (conocida) de los partidos sea a través de fondos públicos apuntaría en esta dirección. Así las cosas, los partidos necesitan cada vez menos a los militantes para su sostenimiento, con lo que se acelera su vaciado. Además, en un mundo de medios de comunicación de masas, marketing y agencias especializadas, los militantes pueden ser reemplazados en el único momento en que pueden ser necesarios, durante la campaña electoral. La distinción entre el militante y el que no lo es pierde importancia para el partido.

			En resumen, en su relación con los votantes los partidos cártel son pequeños, ambiciosos, muy profesionales y relativamente cerrados. Estos habrían optado por esta vía en el contexto actual, dado que es la mejor manera de ganar unas elecciones. Campañas caras, profesionales, coherentes (sin cargos intermedios díscolos), concentradas en atraer a los votantes (no hacer felices a las bases) y dirigidas a ganar unas elecciones. Porque más allá de su relación distante con el electorado, los partidos cártel viven para gobernar. Los cuadros del partido en la oposición aspiran a ser cargos de libre designación una vez llegados al gobierno. El partido es una organización de mando y sus dirigentes aspiran a controlar la administración de un modo u otro. Cuando pierden las elecciones, algunos de sus dirigentes se mantienen en sus puestos, blindados en alguna agencia independiente o cargos de otra administración. Otros entran en la puerta giratoria con el sector para-público que envuelve a las organizaciones. Ambas rutas, en todo caso, no son más que un descanso temporal hasta que sea hora de volver al poder.

			Decir que los partidos en España, a partir del diseño de la Transición, se han «cartelizado» es una aseveración no exenta de problemas. Una identificación de los partidos con el Estado no implica necesariamente una mayor distancia con la base social (como siempre, depende de qué entendamos por esta última). Además, los partidos cártel —es decir, pequeños, cerrados, dependientes del sector público— son moneda corriente en otros países con democracias «consensuales» como los Países Bajos o Austria.10 Algo que, por cierto, no ha impedido a sus ciudadanos mostrar una mayor satisfacción con sus representantes que la que tenemos en España. Es más, no se ha podido demostrar que estemos ante una colusión en las políticas. Aunque los partidos puedan tender a la moderación, lo cierto es que siguen aplicando políticas diferentes (guiadas por componentes ideológicos) y no (solo) aquellas que les reportan más votos. Y los electores, cada vez más volátiles, someten con frecuencia el presunto cártel a tensión. Por más que el sistema electoral pueda ser restrictivo, que aparezcan nuevos partidos en diferentes lugares y niveles de gobierno es algo que se ha demostrado posible.

			Sin embargo, aunque esta idea en su extremo sea poco razonable, sí que hay algunos rasgos de cartelización indeseables que se derivan de una tendencia a fortalecer (en exceso) el rol de los partidos. Por supuesto, esto fue fruto del contexto histórico de los años setenta, pero parece que, como un péndulo, ha oscilado demasiado en una dirección, en particular en la de unos partidos ampliamente intrusivos. Es verdad que muchas de las características de nuestros partidos (como su baja militancia o su profesionalización) son consecuencia del momento histórico de las democracias representativas, con lo que son difícilmente reversibles. Hasta sería discutible si es deseable retornar a los modelos de organización del pasado. Sin embargo, una particularidad que tienen nuestros partidos respecto a los de nuestro entorno es un liderazgo interno poco competitivo., lo cual merece un tratamiento especial.

			 

			 

			UNIDAD DE DESTINO EN LO UNIVERSAL


		   

			La lealtad es la tónica dominante en los políticos españoles. Ante la existencia de cualquier tipo de discrepancia política en el seno de los partidos, los cargos intermedios suelen callar (lo que equivale a otorgar) o repetir las consignas establecidas de antemano. Esta opción, por supuesto, es solo una de las opciones posibles. En el modelo clásico de acción racional, frente a la lealtad caben otras dos alternativas.11 La primera, y la más agresiva, es la de plantear la salida. Ante profundas desavenencias, el político decide dimitir, marcharse o, a veces, convertirse en un tránsfuga. La segunda, intermedia, es la de ejercer «voz»; es decir, la de criticar una decisión con el ánimo de mostrar descontento con la decisión tomada por el dirigente, con el rumbo del partido o con una política del gobierno. En todo caso, ninguna de las dos se ven con frecuencia, ya que, lógicamente, no están exentas de consecuencias. Cualquier discrepancia es tratada con la debida severidad, lo que hace que el político descienda puestos en la lista rápidamente.

			Normalmente, los críticos hacia esta osificación de la política cargan contra la disciplina de partido como el máximo colofón. Sin embargo, lo cierto es que la disciplina de partido es un hecho generalizado en los regímenes parlamentarios como el nuestro. Los parlamentos controlan y sostienen a los ejecutivos, con lo que resulta fundamental que los partidos sean actores unitarios. Solo mediante esta unidad de acción se permite que los ciudadanos sepan qué están votando (pues no priman las facciones, sino las ideas), que los partidos puedan llevar a cabo sus programas y que se pueda ejercer una determinada rendición de cuentas optando por alternativas cohesionadas. En realidad, el carácter parlamentario de una democracia es el principal elemento que lleva dicha disciplina. Si se repasan las estadísticas, casi el 95 por ciento de las votaciones son coherentes dentro de los grupos12 en democracias parlamentarias como España, Italia, Alemania o el Reino Unido (sí, también allí). Otra cosa es cómo se tome la decisión internamente, más o menos consensuada.13 Pero así y todo, hasta en las democracias presidenciales, donde la disciplina de partido es menor, el voto congruente con las líneas partidistas oscila entre un 70 y un 80 por ciento. La disciplina parlamentaria no es, por lo tanto, una anomalía española, sino la norma en las democracias occidentales.14

			Sin embargo, tal vez merezca más la pena centrarse en la congruencia entre tres pilares fundamentales en donde básicamente los políticos ejercen poder: el grupo parlamentario, el gobierno (si lo ostenta) y la organización extraparlamentaria. Los dos primeros elementos tienden a fusionarse cuando un partido llega al poder. A diferencia de los países anglosajones, en los que los grupos parlamentarios son muy relevantes (antes incluso elegían a los sucesores de primer ministro), en España su papel es mucho menor. No obstante, esa fusión no se da necesariamente entre los otros dos actores. De hecho, hay amplios espacios para el desacuerdo entre el partido político y el gobierno del mismo color. Por ejemplo, un gobierno podría tomar una decisión política que comprometiera los intereses electorales del partido, ya sea incumpliendo su programa o yendo contra las políticas defendidas por él. Un caso ilustrativo de esto (y que puede sonar a antiguo) fue la decisión del último gobierno de Aznar de tomar un papel «relevante» en la guerra de Irak aunque la mayoría de la población estaba en contra y podía implicar un castigo electoral en las elecciones autonómicas y municipales. Ante una situación así sería esperable un desacuerdo o algunas voces discrepantes por el mero cálculo interesado en la reelección. Por el contrario, el resultado fue un partido aplaudiendo en pleno la decisión del gobierno.15 ¿Es esto ilógico?

			Lo cierto es que tras esta decisión subyace también cierta racionalidad, y es el atávico miedo a la división que existe en España. Se ha establecido con cierta impronta, avalada en parte por los hechos, que los votantes detestan los partidos divididos. Frente a partidos con ideas claras y con cohesión interna, el disenso es percibido como una señal de debilidad que aleja a una parte del electorado, especialmente a los menos ideologizados y centristas. Sin necesidad de remontarse a explicaciones culturales, esto tiene un posible origen en la implosión de la Unión de Centro Democrático. Este partido, formado en gran parte por franquistas reciclados, surgió de la coalición de dieciséis partidos bajo el liderazgo de Adolfo Suárez. Aunque en breve tiempo se estableció como una organización unitaria, solo lo fue de nombre, y no pudo evitar que las divisiones internas la terminasen descomponiendo. La ruptura del partido entre tres corrientes internas y el faccionalismo cainita eran la prueba de que el que iba a ser el gran aglutinante del centro-derecha español fue la causa (¿o la consecuencia?) de que tuviera los días contados. En 1982, este partido pasó del gobierno a casi la extinción. Y lo que se identificó como las causas de esta debacle fue la división interna, un problema que también sufría Alianza Popular hasta la llegada de José María Aznar.

			Por lo tanto, realmente sí que subyace una racionalidad detrás en las resistencias de los partidos a expresar las discrepancias internas, en la idea de que si el desacuerdo se verbaliza será mal visto por los votantes y perjudicará al conjunto de la organización. De este modo, solo queda el recurso a la lealtad incondicional a la cúpula del partido, que coincide con la del grupo parlamentario y la del gobierno. Esta situación tiene implicaciones en términos de «receptividad» por parte de los partidos políticos, ya que les permite tener un gran margen para ser poco representativos. Aunque el imperfecto mecanismo de rendición de cuentas son las elecciones (se evalúa si lo hacen bien o mal), la amenaza de esta sanción es la que obliga a la receptividad, a que los partidos no se desvíen de su mandato. Un partido temeroso de perder unas elecciones por tener un dirigente incompetente o corrupto al frente podría criticar la situación o incluso deponerlo si es necesario. De hecho, casi la mitad de los presidentes o primeros ministros de gobiernos son apartados por sus compañeros de partido y no por unas elecciones, señal inequívoca de que esto ocurre en otras latitudes.16 En España, sin embargo, esta opción se ha vuelto altamente improbable tras la experiencia de Suárez. La lealtad es tan inquebrantable que los líderes tienen un gran margen para vulnerar sus compromisos, anteponiendo muchas veces su autoridad a los intereses de la organización.

			Sin embargo, plantear unos partidos totalmente unitarios soslaya la única dimensión que genera discrepancias explícitas dentro de los partidos: la territorial. Con el desarrollo del Estado de las Autonomías, los partidos políticos en España acomodaron sus estructuras para competir orientados a electorados regionales. Esto generó la aparición de lo que se conoce popularmente como «barones» territoriales: líderes y cúpulas de partido a nivel autonómico que, en ocasiones, alzan la voz para defender los intereses de sus territorios frente a los del partido. Algo que no se podría entender de no ser porque tienen sus propios intereses electorales, por un lado, y porque disponen de suficiente autonomía para poder perseguirlos. La unidad entre partido, gobierno y grupo parlamentario es más sólida si cabe en los feudos autonómicos, pues la menor distancia y tamaño convierten el escenario político en aún más disciplinable, en especial porque controlan recursos para repartir a sus afectos. No obstante, esta correspondencia es mucho menor entre niveles de gobierno, de ahí que la dialéctica entre las cúpulas nacionales y autonómicas exista. Justamente es la que obliga a los gobiernos a tener que llegar a compromisos en esta materia.17 Basta con observar cualquier negociación sobre financiación autonómica.

			Pero todos estos hechos, que remiten a los incentivos de la organización para acabar con la disidencia, no explican los incentivos racionales que pueden tener los propios políticos para ser afectos a las cúpulas. Para ahondar en esta cuestión hace falta centrarse en sus carreras individuales, entender el cursus honorum18 de la política en España para ver cómo su interacción con las cúpulas y el reclutamiento refuerzan estos mecanismos.

			 

			 

			FUNCIONARIOS DE PARTIDO, PARTIDOS DE FUNCIONARIOS


		   

			Tener políticos profesionales es una buena idea. Y no lo es únicamente porque desde los tiempos de las democracias representativas consideramos que el político, como el médico o el periodista, requiere una dedicación completa. Es que además, la política que se hace de manera voluntaria conlleva costes no solo económicos, materiales y personales, sino también muchas veces de oportunidad. Aunque se ponga la mejor de las voluntades, la gestión de lo público requiere determinadas habilidades, unas derivadas de la cualificación (las menos) y otras derivadas de la experiencia (las más). Por lo tanto, tener a alguien curtido y competente al frente de una administración es de suma importancia. De ahí que rastrear el perfil de los políticos españoles sea crucial. Si queremos ver los incentivos que tienen los partidos a comportarse como lo hacen no podemos dejar de lado que sus integrantes son personas con cara y ojos.

			Esto nos lleva a pensar en las dos vías que tiene el reclutamiento político en España. Por un lado, tenemos a gente con carreras profesionales fuera de la política dispuestos a participar en la vida pública, tales como un electricista, un prestigioso abogado, un pequeño comerciante… Por otro lado, tenemos a gente que lleva dentro de los partidos desde su más tierna infancia y que está ligada a las burocracias tradicionales del aparato. Estos últimos en general siempre han vivido por y para la política, pero, en ocasiones, lo hacen compatible con vivir de ella. Como se puede apreciar, la fuente de subsistencia de ambos es bien diferente; los dos grupos están en política, pero solo el segundo grupo depende por completo de un cargo orgánico para tener ingresos.

			Esto implica que, para los de fuera, la política tenga un coste de oportunidad mayor. Por un lado, está el siempre comentado coste profesional. Aceptar ir en una lista implica desatender tus negocios o afrontar una posible excedencia en tu empresa con una fecha de retorno incierta. Por otro, también hay un componente personal, desde el sacrificio de tiempo de ocio hasta el de prestigio —hacer política nunca ha tenido muy buena prensa—. Esta diferencia es crucial, y es lo que hace que de manera natural las organizaciones tiendan a decantarse por el funcionario de partido. Los grupos más ligados al aparato no solo tienen un coste de oportunidad menor por estar en política, sino que en muchos casos se juegan su propia supervivencia económica con el cargo. Por lo tanto, dado que tienen más incentivos y también más experiencia, es más probable que medren en la organización que aquellos que son ocasionales en la profesión. Como decía Weber, si estar en política implica vender tu alma a fuerzas oscuras, en este caso el profesional de partido ha entregado sus mejores años y experiencia por la organización, a cambio de lo cual espera una compensación. Esto, por supuesto, implica que el político «de partido» será total y completamente afecto a la cúpula que tiene el poder de despedirlo. No se trata de un temor por el destino electoral de la organización, sino que es un cálculo de estricta racionalidad individual.

			Este conjunto de funcionarios de partido pueden, además, medrar gracias a las generosas prebendas que se obtienen en un cargo político. La amplísima discrecionalidad en el reparto de puestos de la administración, esa pulsión hacia la cartelización de nuestros partidos, es una fuente de recursos inagotable para ellos. Eso sin considerar el amplísimo aparato para-público y opaco donde pueden encontrar acomodo. Cuando esta figura se extiende, y más en unos partidos que funcionan muy apoyados en el rol de cuadros intermedios, esto termina afectando a la propia elección de los líderes. Un proceso de selección con una base más amplia no asegura necesariamente la calidad de los políticos, pero al menos sí una mayor rotación. No obstante, parece que en nuestro sistema hay un cortocircuito. Si la base de selección fuera más amplia, sería improbable que, tras abrumadoras derrotas, hubiera partidos que presentasen a los mismos candidatos solo por los equilibrios internos de poder.

			Sin embargo, aunque tengamos este perfil de políticos, es indudable que no es el único que hay. La pregunta es: ¿por qué participar en política tiene este coste de oportunidad tan importante? Lo cierto es que nuestro mercado de trabajo tiene algo que ver. Como las interrupciones laborales son algo continuado y consolidar un puesto de trabajo es difícil, hay un colectivo que siempre tiene opciones para desempeñar cargos de responsabilidad política: los funcionarios. De hecho, este colectivo, los funcionarios en excedencia, está enormemente sobrerrepresentado entre nuestra clase política. Somos el país con más puestos de responsabilidad con formación de derecho. ¡Incluso entre nuestros ministros de Economía!,19 dato que da una idea de la preeminencia que tienen. Ello, además, tiene cierta lógica: pueden ser más osados en política que sus colegas, los funcionarios a sueldo del partido, pues pueden ser despedidos de él, ya que siempre tendrán un lugar de trabajo al que regresar.

			Es curioso que esta cuestión esté completamente ausente en el debate público, ya que también presenta divergencias profundas según el país de la OCDE.20 Por un lado, los países anglosajones o nórdicos intentan separar bien la carrera de funcionarios y políticos, estableciendo severas incompatibilidades; levantando, de este modo, barreras de entrada que impiden que los funcionarios se dediquen a labrarse un futuro político fuera de sus funciones dentro de la administración. Como sabemos, los contactos personales son importantes en la vida política, y estas incompatibilidades los desincentivan totalmente por su falta de rendimiento. Sin embargo, los países mediterráneos (y destacadamente, España) admiten la figura del funcionario metido a político. De hecho, casi se premia: la plaza queda en excedencia hasta que regrese, constituyendo el trampolín perfecto. Pese a que deberían ser neutrales en la provisión de servicios públicos, al final lo que tenemos es un camino seguro para hacer carrera política, en especial cuando se abre ante ellos espacio para puestos superiores (y mejor remunerados) que el suyo dentro de la administración. La estrategia, pues, es primero hacer una oposición, y luego meterse a político.

			El problema es que esto genera un sesgo en los representantes que elegimos, al menos en dos aspectos. Primero, que son más reglamentistas y juristas, lo que explica en parte la obsesión por regular, pero la escasa atención a la ejecución de las políticas. Y segundo, que son esencialmente más conservadores, en especial en todo lo tocante al sector público. Al fin y al cabo, si las reformas de la administración en España son tan escasas es en parte porque tenemos al lobby dentro. Merece, pues, una reflexión aparte el propio sistema de puertas giratorias en España. Aunque de salida funciona muy bien para determinados cargos, a nivel inferior no tanto. Y lo que es más importante, la puerta solo gira en dirección a la salida, no hacia la puerta de entrada. Los que entran a hacer carrera política casi siempre presentan uno de estos dos perfiles. Los sectores de otras profesiones, los temporales de la política, si entran es para un tiempo muy determinado y por voluntad de un líder que confía en ellos, no porque los partidos sean capaces de captarlos, lo cual constituye una particularidad ibérica.

			Los políticos en España son producto de lo que la gente demanda y lo que los propios partidos nos ofrecen. El anti-partidismo existente en nuestro país, tan bien expresado en aquel consejo de Franco de «Haga usted como yo, no se meta en política», hace que el foco de atención se ponga casi siempre en la oferta. Esto tampoco es del todo justo. Considerar que los ciudadanos no tienen ninguna responsabilidad de lo que eligen sería tratarlos como menores de edad. Sin embargo, también es cierto que el tipo de representantes que tenemos se derivan de la interacción de una serie de normas institucionales, las cuales, a grandes rasgos, son herederas de un momento histórico concreto. Los partidos se consolidan en España cuando el modelo de partido de masas está desapareciendo. Además, son reforzados por un marco legal efectivo pero que también les genera tensiones hacia la cartelización, fomentando formaciones muy disciplinadas y cohesionadas. De ahí que su sistema de reclutamiento se base en la figura del funcionario, ya sea del partido o del Estado, y los sesgos derivados de ello.

			Lo curioso de los manifiestos de «regeneración» que se han hecho recientemente es que se haya insistido en buscar una nueva regulación de partidos. Más allá del aspecto concreto en el que se centren, sigue siendo llamativa el ansia reglamentista. Si observamos nuestro entorno, países como Italia, Irlanda, los Países Bajos, Francia, Suecia o Dinamarca carecen de dicha ley. Son, por el contrario, los propios partidos los que se autorregulan (aunque otros aspectos, como la financiación pueden estar legislados).21 Por lo tanto, no parece que redactar una Ley de Partidos nueva sea condición necesaria para tener una mejor representación. Por el contrario, aspectos como el carácter de la administración pública o las relaciones con la sociedad civil son elementos determinantes que abordaremos en los capítulos siguientes. Sin embargo, antes nos toca hablar de la institución fundamental que transforma los votos en representación: el sistema electoral español.
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